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Valledupar, Cesar, nueve (9) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 

 

 PROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

RADICADO 20001-31-10-003-2024-00117-00 

ACCIONANTE EVER ESCOBAR MENDOZA. 

ACCIONADAS Y VINCULADAS SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PÚBLICOS DOMICILIARIOS Y COMO 

VINCULADA LA EMPRESA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DE VALLEDUPAR 

“EMDUPAR”. 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

RECLAMADOS 

PETICION. 

SENTENCIA: 0 7 2 .  TUTELA: 032.  

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el Despacho a decidir lo que en derecho corresponda respecto de la acción 

de tutela de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

EVER ESCOBAR MENDOZA acciona en tutela contra SUPERINTENDENCIA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, por considerar vulnerado sus derechos 

fundamentales de petición y mínimo vital, al no resolverse su derecho de petición. 

 

Como soporte fáctico de su pretensión, expone:  

 

Que presentó un derecho de petición ante EMDUPAR, solicitando rompimiento de 

solidaridad, asignándole el radicado 6699568 del 04/10/2022, remitiendo a su vez 

el expediente a la Superintendencia de Servicios Públicos, pero hasta el día de hoy, 

han transcurrido 11 meses y la Superintendencia no ha emitido ningún 

pronunciamiento, violando el derecho fundamental de petición; sin embargo, se 

acercan a suspender el servicio 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 
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La solicitud fue admitida con proveído de 20 de marzo de 2023, vinculando a la 

Empresa de Servicios Públicos de Valledupar “EMDUPAR”, para que la accionada 

y vinculada se pronunciaran sobre los hechos que originaron la acción, para que 

ejerzan su derecho de contradicción y defensa.  

 

CONTESTACIÓN 

 

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS, a través 

de su apoderado judicial, manifiesta que lo afirmado por la parte accionante no es 

cierto, porque el recurso de apelación allegado a esa Superintendencia en segunda 

instancia, a través del radicado SSPD No. 20228604716132 del 21/11/2022, ya se 

resolvió de fondo, con la emisión de la Resolución No. SSPD - 20248600123505 del 

22/03/2024, dentro del expediente No. 2024860420105285E y por tales razones, se 

debe declarar la inexistencia de la violación de los derechos fundamentales 

reclamados. 

 

EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE VALLEDUPAR “EMDUPAR” solicita 

su desvinculación de esta acción de tutela, por cuanto la reclamación fue atendida 

desde el 29 de septiembre de 2022, accediendo parcialmente a la reliquidación 

por no medición conforme a los lineamientos que la ley dicta para ello, aclarando 

que contra el acto administrativo procedía el recurso de reposición y en subsidio 

el de apelación y luego de presentado los recursos, se confirmó el de primera 

instancia y se concedió el de alzada, ante la Superintendencia de Servicios 

Públicos Domiciliarios, enviando el expediente el 17 de noviembre de 2022. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 86 de la Constitución Nacional instituyó la Acción de Tutela como un 

mecanismo ágil y eficaz con el que cuentan las personas para obtener la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de alguna autoridad pública o 

de un particular, siempre y cuando no se cuente con otro mecanismo de defensa 

judicial, o que de existir aquél, se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en 

el cual la protección opera de manera transitoria.  

 

LEGITIMACIÓN. 
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La legitimación por activa se encuentra satisfecha, toda vez que se trata de persona 

mayor que actúa en nombre propio, quien considera vulnerados los derechos 

fundamentales enunciados; y, por pasiva, las entidades accionadas por ser las 

directas involucradas con las pretensiones del accionante.  

 

PROBLEMA JURÍDICO. 

 

Determinar si existió, como lo asegura el accionante, vulneración de sus derechos 

fundamentales por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DOMICILIARIOS y la EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS DE VALLEDUPAR 

“EMDUPAR”, al no resolverse el recurso de apelación interpuesto. 

 

PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL. 

 

Derecho de Petición.  

 

La Corte Constitucional ha reiterado las características del derecho de petición, 

entre otras providencias, la sentencia T-058 de 12 de marzo de 2021, M. P. Gloria 

Stella Ortiz Delgado, así: 

 
“El artículo 23 de la Constitución prevé la posibilidad de “presentar peticiones respetuosas 

a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. 

En desarrollo de esto, la Corte Constitucional definió su contenido como la facultad de toda 

persona para presentar solicitudes, de forma verbal o escrita, ante las autoridades públicas, 

y de ser el caso, hacer exigible una respuesta congruente. 

 

Esta facultad representa una garantía democrática del Estado en la medida que permite 

generar espacios de diálogo entre autoridades públicas y particulares, les otorga a estos la 

posibilidad de solicitar información directamente ante las instituciones estatales, e impone 

el deber ineludible de que estas respondan. 

 

25. Este derecho fue reglamentado mediante la Ley 1755 de 2015, en la que se 

consignaron, entre otros, los términos en los que se debe plantear la petición, y los criterios 

para que esta se entienda resuelta.  

 

A partir de lo dispuesto en dicha ley, este Tribunal estableció, mediante Sentencia C007 de 

2017, el contenido de los tres elementos que conforman el núcleo esencial de este derecho: 

 

i. La pronta resolución. En virtud de la cual las autoridades tienen el deber de 

otorgar una respuesta en el menor plazo posible, sin que se exceda del máximo 

legal establecido, esto es, por regla general, 15 días hábiles; 

ii. La respuesta de fondo. Hace referencia al deber de las autoridades de resolver 

la petición de forma clara, precisa, congruente y consecuencial; y  
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iii. La notificación de la decisión. Esta atiende al deber de poner al peticionario en 

conocimiento de la decisión adoptada, pues de lo contrario se desvirtuaría la 

naturaleza exigible del derecho. 

 

26. En este sentido, se presenta la vulneración de este derecho fundamental cuando se 

evidencie que no se ha otorgado respuesta dentro del término que para cada tipo de petición 

establece la ley, o en aquellos casos en los que, no obstante haberse emitido la respuesta, 

la misma no puede ser calificada como idónea o adecuada de acuerdo con la solicitud; sin 

que esto último signifique que la respuesta implique acceder, necesariamente, a lo 

requerido.” 

 

Por otra parte, respecto al principio de subsidiaridad, el máximo tribunal 

constitucional, en sentencia T-405 del 27 de septiembre de 2018, siendo Magistrado 

Ponente el doctor LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, dejó sentado lo 

siguiente: 

 
“4.5. Del principio de subsidiaridad de la acción de tutela. 

 

4.5.1. El ya citado artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de tutela solo 

procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Esto significa que 

la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual “procede de 

manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto 

se parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos 

judiciales ordinarios para asegurar su protección”. El carácter residual obedece a la 

necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución y la ley a 

las diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los principios constitucionales 

de independencia y autonomía de la actividad judicial. 

  

No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta 

Corporación ha admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, cuando se 

acredita que los mismos no son lo suficiente-mente idóneos para otorgar un amparo 

integral, o no son lo adecuadamente expeditos para evitar la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable. 

  

Así lo sostuvo la Corte en la Sentencia SU-961 de 1999, al considerar que: “en cada caso, 

el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan una 

protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios 

carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras distintas, 

dependiendo de la situación de que se trate.” La primera posibilidad es que las acciones 

comunes no sean susceptibles de resolver el problema de forma idónea, circunstancia en 

la cual es procedente conceder la tutela de manera directa, como mecanismo de protección 

definitiva de los derechos fundamentales y la segunda es que, por el contrario, “las acciones 

ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no 

sean lo suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio 

irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, 

mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria”. 
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 4.5.2. En cuanto al primer supuesto, se entiende que el mecanismo ordinario previsto por 

el ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo, cuando, por ejemplo, no 

permite resolver el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una solución integral 

frente al derecho compro-metido. En este sentido, esta Corporación ha dicho que: “el 

requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a la luz del principio según el 

cual el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las 

consideraciones de índole formal. La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser 

analizada en cada caso concreto, teniendo en cuenta, las características procesales del 

mecanismo, las circunstancias del peticionario y el derecho fundamental involucrado”. 

  

4.5.3. En relación con el segundo evento, la jurisprudencia constitucional ha establecido 

que la acción de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable, cuando se presenta una situación de amenaza de vulneración de un derecho 

fundamental susceptible de concretarse y que pueda generar un daño irreversible. Este 

amparo es eminentemente temporal, como lo reconoce el artículo 8 del Decreto 2591 de 

1991, en los siguientes términos: “En el caso del inciso anterior, el juez señalará 

expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término 

que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada 

por el afectado”. 

  

Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, 

deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que 

está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes, 

tanto por brindar una solución adecuada frente a la proximidad del daño, como por 

armonizar con las particularidades del caso; (iii) el perjuicio debe ser grave, es decir, 

susceptible de generar un detrimento transcendente en el haber jurídico de una persona; y 

la (iv) res-puesta requerida por vía judicial debe ser impostergable, o lo que es lo mismo, 

fundada en criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño 

antijurídico irreparable. En desarrollo de lo expuesto, en la Sentencia T-747 de 2008, se 

consideró que cuando el accionante pretende la protección transitoria de sus derechos 

fundamentales a través de la acción de tutela, tiene la carga de “presentar y sustentar los 

factores a partir de los cuales se configura el perjuicio irremediable, ya que la simple 

afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia la 

acción de tutela”.  

 

Finalmente, reitera la Sala que, en atención a la naturaleza eminentemente subsidiaria de 

la acción de tutela, esta Corporación también ha establecido que la misma no está llamada 

a prosperar cuando a través de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa 

judicial. Al respecto, la Corte ha señalado que: “no es propio de la acción de tutela el [de 

ser un] medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni 

el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de 

competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito 

específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es 

otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la 

garantía de sus derechos constitucionales fundamentales”. 

  

4.5.4. Ahora bien, tratándose de actos administrativos particulares, esta regla general de 

improcedencia se mantiene, por cuanto, en principio, ellos pueden ser controlados por el 

juez contencioso. Al respecto, este Tribunal ha sido enfático en señalar que contra estos 
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actos no procede la acción de tutela, por cuanto el ordenamiento jurídico establece distintos 

instrumentos que permiten controvertirlos, bien sea dentro de una actuación administrativa, 

como es el caso de las nulidades y los recursos dentro del proceso –cuando ellos son 

procedentes–, o por fuera de este ante la jurisdicción contencioso administrativa. Con todo, 

esta Corporación ha realizado una distinción entre los actos administrativos de carácter 

definitivo y los actos administrativos de trámite, cuyo examen tiene especial importancia en 

la definición del asunto bajo examen. 

  

4.5.4.1. Así, en lo que respecta a los actos administrativos definitivos, que son aquellos que 

deciden directa o indirectamente el fondo de un asunto o que hacen imposible continuar 

con una actuación administrativa, la Corte ha dicho que se someten a las reglas generales 

de procedencia de la acción de tutela, es decir, que únicamente procede su estudio cuando 

el otro medio de defensa judicial ante el juez contencioso administrativo no sea idóneo ni 

eficaz, caso en el cual, de ser próspero el amparo, lo será como mecanismo definitivo o, 

cuando, a pesar de la eficacia de dicho mecanismo, la persona no puede esperar a que el 

juez contencioso decida de fondo el asunto, sin que ello suponga la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, hipótesis en la que la tutela será procedente como mecanismo 

transitorio. 

  

4.5.4.2. En cuanto a los actos administrativos de trámite o preparatorios, que como su 

nombre lo indica –y en contraposición a los actos definitivos– son aquellos en los que no 

hay una expresión concreta de voluntad de la administración, sino únicamente actuaciones 

que preceden a la formación de una decisión, esta Corporación ha determinado que, en la 

medida que no son susceptibles, por regla general, de recursos en la vía gubernativa ni de 

acciones judiciales autónomas, cabe, por excepción, el ejercicio de la acción de tutela, 

siempre que se acrediten los siguientes requisitos: 

  

- En primer lugar, el acto de trámite debe ser producto de una actuación arbitraria o 

desproporcionada que transgrede o amenaza los derechos funda-mentales de una 

persona. En este sentido, se ha explicado que la finalidad de la acción de tutela en estos 

casos es impedir que la administración concluya una actuación con desconocimiento de las 

garantías mínimas constitucionales de una persona, de forma tal que el amparo se convierte 

en “una medida preventiva encaminada a que la autoridad encauce su actuación conforme 

a los preceptos constitucionales que amparan los derechos fundamentales, y a que el 

desarrollo de su actividad sea regular desde el punto de vista constitucional (…)”. 

  

- En segundo lugar, se requiere que el acto de trámite resuelva algún asunto que 

se proyecte en la decisión principal. En efecto, aunque los actos preparatorios no envuelven 

decisiones definitivas, si se ha advertido que dicha actuación debe tener incidencia en la 

construcción de la decisión final, pues de lo contrario se trataría de una simple deficiencia, 

que no tendría la capacidad de afectar el trámite seguido, al carecer de un efecto 

sustancial.  

  

- En tercer lugar, además de los anteriores requisitos, también es necesario que la acción 

de tutela se presente antes de proferirse el acto definitivo, por cuanto si ya existe una 

decisión de tal naturaleza, la actuación ya habrá concluido y lo que existirá es el deber de 

activar los medios de defensa judicial ante el juez contencioso. En este punto, cabe insistir 

que, como se expuso ut supra, la finalidad del amparo contra un acto de trámite es impedir 

que se culmine una actuación administrativa, en desconocimiento del orden constitucional. 
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4.5.5. Precisamente, atendiendo a la excepcionalidad expuesta, la Corte en pocas 

ocasiones ha admitido la procedencia de la acción de tutela en contra de actos de trámite. 

Un ejemplo se encuentra en la Sentencia T-688 de 2014, en la que una empresa cuestionó 

que en una actuación administrativa notarial dirigida a resolver la situación jurídica de un 

predio, la primera medida adoptada por el registrador de una oficina de instrumentos 

públicos fue la de bloquear, de manera preventiva, los folios de matrícula sobre los que ésta 

versaba. Para este Tribunal, a pesar de que se trataba de un acto preparatorio, procedía el 

amparo, pues a través de la actuación cuestionada se definió una situación sustancial que 

resultó ser lesiva de los derechos fundamentales de la sociedad demandante. 

 

Contrario a lo decidido en el citado caso, en varias oportunidades, la Corte ha declarado la 

improcedencia de acciones de tutela dirigidas a cuestionar actos de trámite. Por ejemplo, 

en la Sentencia T-545 de 1995, se estudió una acción de tutela dirigida contra un acto 

administrativo proferido dentro de una actuación dirigida a la obtención de una licencia de 

urbanización de un predio, en dicha oportunidad se decidió declarar la improcedencia del 

amparo, por cuanto no se evidenció que el acto hubiese afectado algún derecho funda-

mental. A igual conclusión se llegó en la Sentencia T-499 de 2013, en la que decidió que la 

acción de tutela no era procedente contra dos actos de trámite en un proceso disciplinario, 

ya que a través de su expedición no se vulneraron ni amenazaron los derechos 

fundamentales de la accionante. 

 

De manera adicional, en la Sentencia T-420 de 1998, también se decidió que no procedía 

la acción de tutela contra unos requerimientos aduaneros que no les fueron notificados a 

las sociedades accionantes, por cuanto el amparo fue interpuesto cuando ya se habían 

expedido los actos definitivos, debiendo las demandantes acudir a los medios de defensa 

dispuestos en el contencioso administrativo. A este respecto, la Sala explicó que: “(…) De 

haberse impetrado la tutela antes de la expedición de dichos actos hubiera prosperado, 

pues (…) su finalidad es que se impida continuar con una actuación administrativa violatoria 

del derecho fundamental al debido proceso, que conduce a la producción de un acto 

administrativo viciado de inconstitucionalidad.” 

 

CASO CONCRETO. 

 

El accionante EVER ESCOBAR MENDOZA considera violados sus derechos 

fundamentales de petición y al mínimo vital, porque la Superintendencia de 

Servicios Públicos Domiciliarios no le ha resuelto el recurso de apelación que 

interpuso dentro del radicado 6699568 del 4 de octubre de 2022, a pesar que la 

empresa EMDUPAR remitió el expediente como corresponde. 

 

Al momento de rendir el informe que se le solicitó, SUPERINTENDENCIA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, manifiesta que no ha vulnerado derecho 

fundamental alguno, porque el recurso interpuesto fue decidido mediante la 

Resolución No. SSPD - 20248600123505 del 22/03/2024, dentro del expediente No. 

2024860420105285E. Para demostrar su dicho, con la contestación se aportó la 
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Resolución mencionada, por medio del cual se confirmó la decisión administrativa 

proferida por la empresa EMDUPAR S.A.S. E.S.P. del 9 de septiembre de 2022; 

decisión de segunda instancia que fue notificada electrónicamente el 22-03-2024 a 

las 12:42:23 horas, al correo electrónico melkiskammerer@hotmail.com.  

 

Por su parte, EMPRESA DE SERVICIOS PUBLICOS DE VALLEDUPAR 

“EMDUPAR” solicita se desvincule de esta acción constitucional porque la 

petición y los recursos presentados fuero resueltos oportunamente, enviando el 

expediente a la Superservicios para que atendiera el recurso de apelación 

interpuesto. 

 

De acuerdo al acervo probatorio, se pudo comprobar que mediante Resolución No. 

SSPD-20248600123505 del 22/03/2024, proferida dentro del expediente 

2024860420105285E, expedida por la Superintendencia de Servicios Públicos 

Domiciliarios, ser resolvió el recurso de apelación interpuesto por el señor EVER 

ENRIQUE ESCOBAR MENDOZA dentro de la reclamación 6699568, por medio del 

cual se confirma la decisión administrativa del consecutivo 6686178  del 9 de 

septiembre de 2022, proferida inicialmente por la empresa EMDUPAR S.A.S. 

E.S.P., donde se ordenó reliquidar los consumos facturados eh los meses de mayo, 

junio, julio, agosto y septiembre de 2022. Decisión que fue notificada 

electrónicamente al recurrente a través del correo suministrado para ello. 

 

Entonces, analizando las pretensiones del accionante y de acuerdo a los informes 

rendido por las accionadas, quienes comprueban que se han atendido los 

requerimientos que originaron esta acción, no existe razón para continuar con el 

presente trámite tutelar, por cuanto el hecho que la originó no tiene objeto, al 

encontrarlo superado. 

 

Respecto de la carencia actual de objeto, en sentencia SU-522 de 2019, M. P. Diana 

Fajardo Rivera, la Corte Constitucional, precisó:  

“Categorías de la carencia actual de objeto  

 
41. Inicialmente, la jurisprudencia solo contempló dos categorías en las que podían 

subsumirse los casos de carencia actual de objeto: hecho superado y daño consumado. 

Aunque la distinción no siempre fue clara, el hecho superado responde al sentido obvio 

de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción 

de lo pedido en tutela, como producto del obrar de la entidad accionada. En otras palabras, 

aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de 

mailto:melkiskammerer@hotmail.com
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que el mismo diera orden alguna. Es importante precisar que en estos casos le corresponde 

al juez de tutela constatar que: (i) efectivamente se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela; (ii) y que la entidad demandada haya actuado (o 

cesado en su accionar) motu proprio, es decir, voluntariamente.  

 

42. El daño consumado, por su parte, tiene lugar cuando se ha perfeccionado la afectación 

que con la tutela se pretendía evitar, de forma que ante la imposibilidad de hacer cesar la 

vulneración o impedir que se concrete el peligro, no es factible que el juez de tutela dé una 

orden para retrotraer la situación[51]. De ahí que el daño consumado tenga un efecto 

simbólico más reprochable que el hecho superado, en la medida en que en el primer caso 

la accionada “lleva la situación a un límite extremo en que el restablecimiento del derecho 

es imposible” [52]. Esta figura amerita algunas precisiones adicionales: (i) si al interponer la 

acción de tutela ya es claro que el daño se generó, el juez debe declarar improcedente el 

mecanismo de amparo[53]; pero si el daño se consuma durante el trámite judicial, bien sea 

en primera o en segunda instancia o en sede de revisión, el juez puede proferir órdenes 

adicionales tendientes a proteger la dimensión objetiva del derecho, evitar repeticiones o 

identificar los responsables; (ii) el daño causado debe ser irreversible, pues respecto a los 

daños que son susceptibles de ser interrumpidos, retrotraídos o mitigados por una orden 

judicial, no es dable decretar la carencia de objeto. De ahí que uno de los escenarios más 

comunes en los que se ha invocado esta categoría ha sido cuando el peticionario fallece en 

el trascurso de la tutela.  

 

43. Ahora bien, es posible que la muerte del accionante no sea una consecuencia 

directa de la violación de derechos alegada en el escrito de tutela y atribuible a la 

entidad demandada. La Sentencia T-401 de 2018, por ejemplo, conoció una tutela 

formulada a partir de la negativa de Colpensiones a reconocer una pensión de 

invalidez. En el trámite de revisión, la Corte fue informada que el accionante había 

fallecido, “circunstancia que no necesariamente puede endilgarse a las actuaciones 

desplegadas por las entidades demandadas” como un daño consumado; 

evidentemente, tampoco era un hecho superado por cuanto la pretensión final del 

amparo no fue satisfecha. En casos como este, la Corte ha recurrido a una nueva 

categoría: la situación sobreviniente.  

 

44. El hecho sobreviniente es un tercer tipo de configuración de la carencia actual de 

objeto, diseñada para cubrir escenarios que no encajan en las categorías originales. Se 

trata de un concepto más reciente y más amplio, el cual fue propuesto por primera vez con 

la Sentencia T-585 de 2010, en un caso originado por las trabas administrativas impuestas 

por una EPS para impedir la interrupción voluntaria del embarazo. En sede de revisión, la 

Sala fue avisada que la accionante “no había continuado con el embarazo”. No se trataba 

entonces de un hecho superado, pues la pretensión de la actora de acceder a una IVE 

dentro del sistema de salud en condiciones de calidad fue rechazada, pero tampoco de un 

daño consumado en vista de que el nacimiento tampoco se produjo. La Sala Octava de 

Revisión explicó entonces que existen “otras circunstancias” en las que la orden del juez 

resultaría inocua dado que el accionante perdió “el interés en la satisfacción de la pretensión 

solicitada o ésta fuera imposible de llevar a cabo”.  
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45. El hecho sobreviniente ha sido reconocido tanto por la Sala Plena como por las distintas 

Salas de Revisión. Es una categoría que ha demostrado ser de gran utilidad para el 

concepto de carencia actual de objeto, pues por su amplitud cobija casos que no se 

enmarcan en los conceptos tradicionales de daño consumado y hecho superado. El hecho 

sobreviniente remite a cualquier “otra circunstancia que determine que, igualmente, la orden 

del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto y 

por lo tanto caiga en el vacío”. No se trata entonces de una categoría homogénea y 

completamente delimitada. A manera de ilustración, la jurisprudencia ha declarado un 

hecho sobreviniente cuando: (i) el actor mismo es quien asume la carga que no le 

correspondía para superar la situación vulneradora; (ii) un tercero –distinto al accionante y 

a la entidad demandada- ha logrado que la pretensión de la tutela se satisfaga en lo 

fundamental; (iii) es imposible proferir alguna orden por razones que no son atribuibles a la 

entidad demandada; o (iv) el actor simplemente pierde interés en el objeto original de la litis.  

 

46. En resumen, la carencia actual de objeto es un concepto desarrollado 

jurisprudencialmente en respuesta a casos en los que, por circunstancias acaecidas 

durante el trámite de la tutela, esta ha perdido su sustento, así como su razón de 

ser como mecanismo de protección inmediata y actual. Ante tales escenarios, no se 

justifica que el juez de tutela profiera órdenes inocuas o destinadas a caer al vacío. 

Hasta el momento, la jurisprudencia ha formulado tres categorías en las que estos 

casos podrían enmarcarse: hecho superado, daño consumado y hecho 

sobreviniente.”  

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero de Familia de Valledupar, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo constitucional invocado por EVER ESCOBAR 

MENDOZA, contra SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DOMICILIARIOS y EMPRESA DE SERVICIOS PUBLICOS DE VALLEDUPAR 

“EMDUPAR”, al presentarse carencia actual de objeto por hecho superado.  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.  

 

TERCERO: REMITIR las piezas procesales requeridas por la Corte Constitucional, 

para su eventual revisión, si el fallo no fuere impugnado.  

 

Notifíquese y cúmplase. 
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ANA MILENA SAAVEDRA MARTÍNEZ 

Juez 

FREKAS. 
 

 


